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Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:



VÍCTOR HUGO ZAPATA   

Demandados:



Joyco S.A.S. y Geotécnica y Cimientos Ingeocim S.A.S.
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:        CONTRATO DE TRABAJO/ TERMINACIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO POR OBRA O LABOR/ /INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO SIN JUSTA/ SUMAS DE DINERO NO CONSTITUTIVAS DE SALARIOS/ MODIFICA/ CONCEDE PARCIALMENTE/.
Por lo tanto, le correspondía a las sociedades contratantes garantizar la estabilidad laboral del actor, ya fuera en el peaje de Toro (Valle), el cual no fue entregado a la ANI en el mes de abril de 2016 o en los 12 restantes donde se continuó programando visitas para la supervisión, todo porque el contrato del actor, fue pactado de manera general y mientras continuara vigente el contrato No. 1211 de 2015 y el INVIAS tuviera a cargo la supervisión de peajes, advirtiéndose entonces que seguía con vida el objeto del contrato.

Bajo tales circunstancias, resulta evidente que el rompimiento del vínculo laboral entre Víctor Hugo Zapata y JOYCO S.A.S. y GEOTÉCNICA Y CIMIENTOS INGEOCIM S.A.S., se dio como consecuencia de un despido unilateral y sin justa causa por estas últimas, lo que significa que sí hay lugar a reconocer la indemnización prevista en el artículo 64 del C.S.T. a favor del actor.

En cuanto al salario base a tener en cuenta para la liquidación de la mencionada indemnización, no se incluirá el auxilio o bonificación por transporte que percibía el accionante en la suma de $875.000, pues, la prueba recogida deja claro que esta era entregada porque en el contrato de trabajo –fls.21 a 28-, las partes, expresamente, en el parágrafo primero de la cláusula tercera, acordaron que la “ayuda y/o auxilio para transporte”, no constituiría salario, además, como bien lo indicó el Gerente y la Contadora de la codemandada JOYCO S.A.S., ese dinero recibido por Víctor Hugo Zapata, era un anticipo o reembolso de los gastos ocasionados por su desplazamiento desde su lugar de residencia, La Virginia y hasta los peajes de Acapulco, Risaralda y Toro Valle, es decir, era para que pudiera trasladarse a los sitios de trabajo, mas no le era dada para enriquecer su propio patrimonio.

En ese orden de ideas, como la indemnización a que tiene derecho el accionante se liquidará desde el día en que se dio por terminado su contrato laboral sin justa causa y hasta la fecha en que finiquitó la prórroga del Contrato No. 1211 de 2015.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DIA
Hoy, veintidós de agosto de dos mil dieciocho, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 21 de marzo de 2018, dentro del proceso que promueve el señor VÍCTOR HUGO ZAPATA en contra de las sociedades JOYCO S.A.S. y GEOTÉCNICA Y CIMIENTOS INGEOCIM S.A.S. integrantes del Consorcio INGEOCIM JOYCO, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00570-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor VÍCTOR HUGO ZAPATA que la justicia laboral declare que entre él y las empresas JOYCO S.A.S. y GEOTÉCNICA Y CIMIENTOS INGEOCIM S.A.S., existió un contrato laboral por obra o labor contratada entre el 20 de agosto de 2015 y el 18 de abril de 2016, fecha en que las sociedades, como integrantes del consorcio INGEOCIM – JOYCO, dieron por terminado unilateralmente la relación laboral, aun cuando el mismo se había prorrogado por el mismo término que se extendió el Contrato de INVIAS No. 1211 de 2015, es decir, hasta el 16 de septiembre de 2016; en consecuencia aspira que se condene a las demandadas a reconocer y pagar a favor del actor lo correspondiente a cesantías y sus intereses, prima de servicios y compensación de vacaciones entre el 19 de abril y el 16 de septiembre de 2016; la indemnización del artículo 64 del C.S.T.; lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Suscribió contrato laboral por obra o labor con las sociedades JOYCO S.A.S. y GEOTÉCNICA Y CIMIENTOS INGEOCIM S.A.S. empresas integrantes del Consorcio INGEOCIM – JOYCO, el 20 de agosto de 2015 y por el término que durara el Contrato No. 1211 de 2015 celebrado entre los integrantes del mencionado Consorcio y el Instituto Nacional de Vías; cumplía un horario de trabajo de 7 horas diarias de lunes a sábado y un domingo al mes; durante la ejecución de la relación laboral realizó las funciones de Supervisor de Peajes en los Departamentos de Risaralda y Valle del Cauca; devengaba un salario promedio mensual de $2.595.000, distribuido así: $1.720.000 como salario base y $875.000 como bonificación por servicio de transporte terrestre; el contrato No. 1211 de 2015 tenía una duración de 7 meses y medio y tuvo una prórroga entre el 3 de abril y el  16 de septiembre de 2016; el día 18 de abril de 2016 las sociedades JOYCO S.A.S. y GEOTÉCNICA Y CIMIENTOS INGEOCIM S.A.S. dieron por terminado el contrato laboral por obra o labor celebrado con él, aduciendo que daban cumplimiento a la cláusula quinta y por lo tanto, el mismo no se prorrogaba; no se le canceló la indemnización por despido sin justa causa y; ante el Ministerio de Trabajo citó a las codemandadas, donde se declaró como fracasada la audiencia de conciliación.
Al contestar la demanda, las sociedades JOYCO S.A.S. –fls.88 a 99- y INGEOCIM S.A.S. –fls.141 a 151-, aceptaron los hechos acabados de narrar, aclarando que las labores de Supervisor las cumplió el actor en los peajes de Acapulco y Toro; el contrato de trabajo celebrado con el demandante terminó por vencimiento de la obra o labor contratada y no por despido sin justa causa; la prórroga del contrato No. 1211 de 2015 produjo una disminución en los peajes y varios cargos que sí eran requeridos en el contrato inicial; dos de los peajes suprimidos fueron los de Acapulco y Toro donde el demandante prestaba sus servicios y; el dinero que se entregaba a los trabajadores adicional al salario, era un reembolso que las codemandadas hacían a sus trabajadores, por los gastos de transporte en que ellos incurrían y, por lo tanto, no tiene el carácter de factor salarial. Se opusieron a las pretensiones y formularon las excepciones de mérito que denominaron “Prescripción”, “Inexistencia de las obligaciones a cargo de la demandada”, “Cobro de lo no debido” y “Buena fe”.

En sentencia de 21 de marzo de 2018, la funcionaria de primer grado declaró que entre el señor VÍCTOR HUGO ZAPATA y las sociedades JOYCO S.A.S. y GEOTÉCNICA Y CIMIENTOS INGEOCIM S.A.S., en calidad de integrantes del Consorcio INGEOCIM - JOYCO existió un contrato laboral por obra o labor contratada entre el 20 de agosto de 2015 y el 18 de abril de 2016, el cual fue terminado sin justa causa por parte del empleador, motivo por el que condenó a esa sociedad a reconocer y pagar por concepto de indemnización por despido injusto, la suma de $8.485.333.

Luego de hacer un recuento probatorio, consideró la a-quo que las sociedades demandadas no le especificaron claramente al trabajador las funciones que debía ejecutar con ocasión al contrato de obra o labor que habían celebrado, en tanto que el mismo estaba supeditado a la duración del contrato No. 1211 de 2015, el cual se prorrogó entre el 3 de abril y el 16 de septiembre de 2016, en consecuencia, si bien se entregaron por parte de INVIAS a la ANI, la concesión de algunos peajes entre los cuales se enlistaron los de Acapulco y Toro donde VÍCTOR HUGO ZAPATA prestaba sus servicios como Supervisor, esa circunstancia no justificaba dar por terminada esa relación laboral, máxime cuando frente a esta última estación de peaje –Toro, Valle del Cauca-, el INVIAS continuó ejerciendo labores de auditoría.

Para la liquidación de la indemnización por despido sin justa causa, se tomó como salario la suma de $1.720.000, porque las partes expresamente habían acordado en la cláusula tercera del contrato laboral por obra o labor, que cualquier suma de dinero que percibiera el trabajador diferente al salario pactado, no constituiría salario a la luz del artículo 128 del C.S.T. 
Denegó las demás pretensiones de la demanda. 

Declaró solidariamente responsables de la condena impuesta a las sociedades demandadas con fundamento en el artículo 7º de la Ley 80 de 1993 y; las condenó en costas, las cuales fijó en un 70% de las causadas, al no haber prosperado la totalidad de las pretensiones del libelo introductor.  
Inconformes con la decisión, la parte actora y las sociedades demandadas interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:

El señor VÍCTOR HUGO ZAPATA solicitó se reliquidara la indemnización por despido sin justa causa, tomándose como salario promedio la suma de $2.595.000, porque había quedado demostrado con las declaraciones de los señores Ana Leonor Mendoza y José Joaquín Ortíz García –testigos de la parte demandada-, que el auxilio de transporte que recibía el demandante era habitual y/o mensual, por lo tanto, conforme al artículo 127 del C.S.T., todo lo que reciba el trabajador en dinero o especie como contraprestación del servicio, cualquiera sea su denominación, constituirá salario.  
Por su parte, el apoderado judicial de las sociedades demandadas solicita se revoque la condena impuesta por concepto de indemnización por despido sin justa causa, indicando que en el plenario quedó acreditado que el actor fue contratado para ejercer la labor de supervisor de peajes en vigencia del Contrato No. 1211 de 2015, siempre y cuando esos peajes estuvieran a cargo del INVIAS; la duración del contrato de obra o labor celebrado con él, se encuentra consignado en la cláusula quinta de ese documento; el demandante estaba asignado únicamente a Supervisar los peajes de Acapulco y Toro; que a partir del 18 de abril de 2016 no se continuaron ejerciendo labores de supervisión en las referidas estaciones de peajes, porque el 17 de abril de 2016 INVIAS entregó a la ANI la concesión del peaje de Acapulco y en el de Toro únicamente se continuaron ejerciendo labores de auditoria.
Manifiesta igualmente que conforme al criterio jurisprudencial referido por la a-quo, se concluye que no es necesario que exista un preaviso para la terminación de los contratos laborales por obra o labor, porque la causa que da origen a esa terminación es la finalización de las labores que debía ejecutar el trabajador, en consecuencia, la comunicación enviada al señor VÍCTOR HUGO ZAPATA en la que se le informó acerca de la terminación de su contrato, no requería ni siquiera hacer especificación sobre la supresión de los peajes de Acapulco y Toro ante la prórroga del contrato No. 1211 de 2015; además, se insiste en que la duración no era exactamente igual a la vigencia que tuviera aquél contrato, sino, que tenía que ver con la necesidad de ejecutar las funciones de supervisión en los peajes que estuvieran a cargo del INVIAS.
De forma subsidiaria, en caso de no acceder a la revocatoria de la condena impuesta, solicita que se haga un reajuste frente a las costas procesales a cargo de esas sociedades, teniéndose en cuenta para ello, las pretensiones reclamadas y las concedidas.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Fue finalizado el contrato laboral por obra o labor sin justa causa?

En caso afirmativo al anterior interrogante ¿Tiene derecho el demandante a que se reliquide la indemnización por despido sin justa causa?

Según las resultas ante los anteriores interrogantes ¿Habría lugar a disminuir la condena en costas impuestas a cargo de las sociedades demandadas? 

1. TERMINACIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO SIN JUSTA CAUSA   
El artículo 64 del C.S.T., modificado por el artículo 28 de la Ley 789 de 2002, regula la indemnización que ha de pagar el empleador, cuando se compruebe que el contrato de trabajo se dio de manera unilateral y sin justa por él o  cuando le sea atribuible la renuncia presentada por su trabajador, estableciéndose en el inciso tercero de ese artículo lo referente a los contratos laborales por obra o labor contratada, así:
“En los contratos a término fijo, el valor de los salarios correspondientes al tiempo que faltare para cumplir el plazo estipulado del contrato; o el del lapso determinado por la duración de la obra o la labor contratada, caso en el cual la indemnización no será inferior a quince (15) días”.

2. SUMAS DE DINERO NO CONSTITUTIVAS DE SALARIO
El Código Sustantivo del Trabajo en su artículo 128, señala qué pagos no constituyen salario, indicando básicamente que son aquellos que reciba el trabajador ocasionalmente o por mera liberalidad del empleador o cuando los mismos no estén dirigidos a enriquecer su patrimonio, ni estén dirigidos a beneficiarlo, sino que tenga como objeto, que el trabajador desempeñe a cabalidad sus funciones, tales como gastos de representación, medios de transporte, elementos de trabajo, entre otros, ésto, porque tales rubros sólo son una especie de reembolso de lo que el empleado debió gastar para poder desarrollar su actividad laboral.
En consecuencia, si un trabajador recibe pagos que la ley ha considerado que no constituyen salario, los mismos, no formarán parte de la base para el cálculo y pago de emolumentos laborales, prestaciones sociales, aportes parafiscales y seguridad social. 

EL CASO CONCRETO
Manifiesta el señor Víctor Hugo Zapata en el hecho tercero de la demanda –fls.1 a 19- que la relación laboral que lo unió con las sociedades JOYCO S.A.S. e INGEOCIM S.A.S., integrantes del Consorcio INGEOCIM - JOYCO estuvo regida por un contrato de trabajo por duración de la obra, afirmación que fue aceptada por esas sociedades al dar respuesta a la demanda que se ven a folios 88 a 151 del expediente.

Ante esa situación, las partes en la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S. celebrada el  17 de julio de 2017, determinaron que el litigio se circunscribía en resolver si ese contrato de trabajo fue finalizado sin justa causa, y en caso afirmativo, establecer si se adeudaban acreencias laborales a favor del actor.

Así las cosas, como ninguna discusión existe en cuanto a la modalidad contractual que unió a las partes, se procederá a estudiar si esa relación laboral fue terminada al haber culminado la obra pactada o no.

En ese contexto, se observa en el contrato de trabajo visible a folios 21 a 28 del expediente, que el actor fue contratado para, de manera general y no de un sitio de trabajo en particular, desempeñar las actividades de supervisor de peajes en el Contrato de Invías No. 1211 de 2015, tal y como se afirma en el escrito inicial y fuera aceptado por las demandadas en sus contestaciones, con la aclaración por éstas, que esa función de supervisión la cumplió únicamente en las estaciones de peaje de Acapulco, Risaralda y Toro Valle del Cauca. Precisión que cabe decir desde ya, no aparece anunciada en el texto del contrato.
Según el Contrato No. 1211 de 2015 –fls.111 a 115-, la Interventoría Operativa, Administrativa, Financiera y de Sistemas al contrato de recaudo de las estaciones peaje y pesaje que se encuentran a cargo del INVIAS, que originó la contratación del actor, tuvo una ejecución inicial de 7 meses y medio, que iniciaron el 16 de agosto de 2015. No obstante, ese contrato fue prorrogado, luego de su fecha de vencimiento -ocurrida el 2 de abril- hasta el 16 de septiembre de 2016 –fls.120 y 121-. 

De acuerdo con esa información, considera el demandante que al haber finalizado el Contrato No. 1211 de 2015 el 16 de septiembre de 2016, su contrato de trabajo debía haber sido finiquitado en esa calenda y no como se hizo el 18 de abril de 2016.  Para dar claridad sobre esos pormenores, las partes solicitaron que fueran escuchados los testimonios de José Joaquín Ortíz García, Diana Marcela Valencia Largo y Diana Marcela Arboleda Oquendo, a instancias del actor y, Ana Leonor Mendoza Duarte, solicitado por las codemandadas, siendo todos ellos coincidentes en que el demandante prestó sus servicios en calidad de supervisor en los peajes de Acapulco y Toro. Sin embargo, las señoras Diana Marcela Valencia Largo y Arboleda Oquendo, no tuvieron un conocimiento directo acerca de las actividades desarrolladas por él en la estación peaje de Toro, Valle del Cauca, ni hasta qué fecha laboró allí, pues, a pesar de que ambas fueron recaudadoras de peaje y compañeras de trabajo del accionante en el peaje de Acapulco, ninguna trabajó en el de Toro y tampoco tienen conocimiento acerca de los detalles que rodearon el contrato de trabajo del accionante. 
Quienes sí brindaron detalles sobre esas particularidades fueron el Gerente y la Contadora de la empresa JOYCO S.A.S., quienes indicaron que el Consorcio INGEOCIM – JOYCO, el cual estaba conformado por las empresas aquí demandadas, celebró el Contrato No. 1211 de 2015 con el Instituto Nacional de Invías; que al iniciar ese contrato el INVIAS tenía a cargo 44 estaciones de peajes; que con ocasión a ello suscribieron con el demandante un contrato laboral por obra o labor contratada para que él realizara las labores de supervisión en los peajes que tenía a cargo el INVIAS; que a él le fueron asignados los peajes de Acapulco y Toro; que en “campo” cada estación de peaje debía tener un auditor y un supervisor; que el pago del Contrato 1211 de 2015 era por costos de personal afectados por multiplicador, más costos directos reembolsables; INVIAS efectuaba los pagos correspondientes, según el reporte mensual que el Consorcio INGEOCIM – JOYCO le presentara de la planta de personal que estuviera efectivamente contratado y laborando; que en abril de 2016 INVIAS entregó a la Agencia Nacional de Infraestructura entre 21 y 25 de los peajes que tenía a cargo, entre los que estaba el de Acapulco; que en esa fecha también se suprimió el cargo de supervisor en los peajes, quedando únicamente el cargo de auditor que fue lo que ocurrió con el peaje de Toro Valle; que al suprimirse en esa fecha casi la mitad de las estaciones de peaje, necesariamente debía reducirse la planta de personal; que a todo el equipo de trabajo de peajes se les entregaba una tarjeta débito para que retiraran de la cuenta del Consorcio, el dinero para que pudieran desplazarse a las estaciones de peajes asignadas; que ese dinero no era auxilio sino anticipo o reembolso para su desplazamiento; ninguno de los testigos conoció la carta de terminación del contrato enviada al trabajador, pero indicaron que el mismo se había finiquitado porque ya no existía la necesidad de un supervisor en las estaciones de peaje y; refirieron que el auditor podía ejecutar las funciones de supervisión, porque el auditor contaba con estudios de ingeniería y el supervisor cumplía funciones operativas y físicas, pero no viceversa.
La señora Ana Leonor Mendoza Duarte, indicó que el Contrato No. 1211 de 2015 inicialmente se había prorrogado hasta septiembre de 2016, sin embargo, el mismo finiquitó definitivamente en diciembre de ese año, con dos estaciones de peaje a cargo del Instituto Nacional de Invías de las 44 que inicialmente se habían intervenido por el Consorcio INGEOCIM – JOYCO.

Y por su parte, el señor José Joaquín Ortíz García, explicó de manera detallada que el anticipo que se les daba a los trabajadores para su desplazamiento, no era una cifra igual para todos, sino que se obtenía después de efectuar el cálculo de la o las estaciones de peaje o pasaje que tuvieran asignada y, el costo del transporte desde y hasta su lugar de residencia.

Al revisar el documento que contiene la prórroga, se tiene entonces que el Contrato No. 1211 de 2015, a pesar de tener una duración inicial hasta el 2 de abril de 2016 fue prorrogado por acuerdo de las partes, hasta el 16 de septiembre de ese mismo año. Ahora bien, en el documento que contiene la prórroga no se deja constancia de que se acordaran supresiones al objeto inicial del mismo, es decir, no da cuenta que efectivamente se hubieran suprimido las 21 o 25 estaciones de peaje y menos las funciones de supervisión que frente a los mismo se estaban ejecutando por parte de las sociedades JOYCO S.A.S. y GEOTÉCNICA Y CIMIENTOS INGEOCIM S.A.S., integrantes del Consorcio INGEOCIM – JOYCO, como lo indicaron los testigos vinculados laboralmente a una de las sociedades demandadas.
No obstante, al contrastar el contrato inicial y su correspondiente prórroga con los documentos visibles a folios 116, 117 y 122 del expediente, que contienen la distribución del personal “en campo” del Contrato No. 1211 de 2015 original y la mencionada prórroga, se observa que efectivamente en el inicial, el INVIAS tenía a cargo 44 peajes, de los cuales, solo en dos no había cronograma para las labores de Supervisión –San Pedro, Casanare y San Juan, Guajira- y, ante la prórroga, el número de estaciones de peaje disminuyó a 28 de las cuales, 12 tenían cronograma para Supervisión.

Precisamente, el argumento de la empresa para dar por terminado el contrato, es que dada la supresión de algunos peajes y frente a los que quedaban a cargo del INVIAS, el finiquito de las labores de supervisión, dentro de los que se encuentran el de Acapulco (Risaralda) y Toro (Valle), lugares a que estaba asignado el actor, la obra o labor contratada con él había concluido. Sin embargo, debe recordarse que en el contrato de trabajo inicial no se hizo la precisión de que esos fueran los únicos lugares en que él debía realizar su supervisión.
De otro lado, a pesar que los testigos José Joaquín Ortíz García y Ana Leonor Mendoza Duarte, afirmaron que con la prórroga quedaron suprimidas todas las labores de supervisión, lo cierto es que el documento que contiene la distribución del personal en campo –fls. 16, 117 y 122-, dan cuenta de todo lo contrario, pues, se repite, si bien el número de peajes a cargo del INVIAS disminuyó de 44 a 28, lo cierto es, que en 12 de ellos, se continuaron ejecutando labores de Supervisión.

De todo lo anterior se puede concluir, que la obra o labor para la que había sido empleado el actor y que definía la vigencia de su contrato de trabajo, estaba atada de manera indisoluble a la ejecución del Contrato No. 1211 de 2015 suscrito entre el Instituto Nacional de Vías y el Consorcio INGEOCIM – JOYCO, pues, era con fundamento en esa contratación que el señor Víctor Hugo Zapata debía ejercer la función de Supervisor de Peajes, sin que, se haya hecho estipulación inicial alguna en el sentido de que el objeto de su contrato de trabajo estuviere limitado expresamente a los peajes de Acapulco y Toro.
Además, también quedó acreditado que la vigencia de ese contrato, se extendió hasta el 16 de septiembre de 2016, de manera que prorrogado éste, sin la supresión de estaciones de peajes y personal expresamente, era razonable asumir que la obra o labor para la cual había sido contratado el actor, no había culminado y por lo tanto, no se justificaba la terminación de su contrato de trabajo, porque como se evidenció de los documentos arrimados al plenario por las codemandadas, a pesar de tenerse como cierta la entrega de 16 peajes a la ANI, quedó evidenciado que el contratista no quedaba imposibilitado de continuar con las obras de supervisión en 12 de las 28 estaciones que quedaron a su cargo.

Por lo tanto, le correspondía a las sociedades contratantes garantizar la estabilidad laboral del actor, ya fuera en el peaje de Toro (Valle), el cual no fue entregado a la ANI en el mes de abril de 2016 o en los 12 restantes donde se continuó programando visitas para la supervisión, todo porque el contrato del actor, fue pactado de manera general y mientras continuara vigente el contrato No. 1211 de 2015 y el INVIAS tuviera a cargo la supervisión de peajes, advirtiéndose entonces que seguía con vida el objeto del contrato.
Bajo tales circunstancias, resulta evidente que el rompimiento del vínculo laboral entre Víctor Hugo Zapata y JOYCO S.A.S. y GEOTÉCNICA Y CIMIENTOS INGEOCIM S.A.S., se dio como consecuencia de un despido unilateral y sin justa causa por estas últimas, lo que significa que sí hay lugar a reconocer la indemnización prevista en el artículo 64 del C.S.T. a favor del actor.
En cuanto al salario base a tener en cuenta para la liquidación de la mencionada indemnización, no se incluirá el auxilio o bonificación por transporte que percibía el accionante en la suma de $875.000, pues, la prueba recogida deja claro que esta era entregada porque en el contrato de trabajo –fls.21 a 28-, las partes, expresamente, en el parágrafo primero de la cláusula tercera, acordaron que la “ayuda y/o auxilio para transporte”, no constituiría salario, además, como bien lo indicó el Gerente y la Contadora de la codemandada JOYCO S.A.S., ese dinero recibido por Víctor Hugo Zapata, era un anticipo o reembolso de los gastos ocasionados por su desplazamiento desde su lugar de residencia, La Virginia y hasta los peajes de Acapulco, Risaralda y Toro Valle, es decir, era para que pudiera trasladarse a los sitios de trabajo, mas no le era dada para enriquecer su propio patrimonio.
En ese orden de ideas, como la indemnización a que tiene derecho el accionante se liquidará desde el día en que se dio por terminado su contrato laboral sin justa causa y hasta la fecha en que finiquitó la prórroga del Contrato No. 1211 de 2015.
Finalmente, al no haber prosperado la alzada de las demandadas, se estudiará lo correspondiente a la condena en costas a su cargo, indicándose que ante las resultas en el presente proceso, como únicamente se accedió a uno de los cinco pedimentos de la demanda, esto es, la indemnización por despido sin justa causa y no por el valor solicitado, resulta procedente modificar, para disminuir, el porcentaje impuesto en primera instancia por tal concepto, a un 35% de las causadas.     
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 50%, por no haber prosperado su recurso de apelación y sí el de las codemandadas, de manera parcial.  

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el numeral sexto de la parte resolutiva de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 21 de marzo de 2018, el cual quedará así:

“SEXTO: CONDENAR en costas procesales a la sociedades JOYCO S.A.S. y GEOTÉCNICA Y CIMIENTOS INGEOCIM S.A.S., a favor del señor VÍCTOR HUGO ZAPATA, en un 35%”.

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia apelada.
TERCERO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 50%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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